
  

JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ 

SECCION SEGUNDA 

 

 

Bogotá, D.C., agosto veintiuno (21) de dos mil veinte (2020) 

  

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO. 

 

Referencia:    CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL N° 2020-00194 

Solicitante:    ALBA PILAR LOPEZ ZAMBRANO  

Solicitado:     NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO 

                                          

Procede el Despacho a pronunciarse sobre la diligencia de Conciliación Prejudicial 

referenciada, remitida por la Procuraduría 146 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, contenida en el Acta de Conciliación Prejudicial de fecha 4 

de agosto de 2020, llevada a cabo de manera no presencial entre la Dra. 

PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA actuando como apoderada de la señora 

ALBA PILAR LOPEZ ZAMBRANO,  en calidad de convocante y la Doctora 

ESPERANZA JULIETH VARGAS GARCÍA, en calidad de apoderado de la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL -FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

Antecedentes: 

               

Se tienen como fundamentos fácticos los siguientes: 

 

1. El 15 de agosto de 2018, la convocante elevó petición ante el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando el reconocimiento y pago de 

las cesantías definitivas. 

 

2. El Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio de Bogotá D.C., reconoció y 

ordenó el pago de las cesantías definitivas mediante Resolución No. 10414 del 

10 de octubre de 2018, valor que fue pagado el 15 de agosto de 2018. 

 

4. Mediante petición de fecha 18 de noviembre de 2019, la demandante solicitó 

el reconocimiento y pago de la sanción por mora. 

 

5. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio no ha emitido 

respuesta. 
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La solicitud de conciliación:  

 

La convocante a través de apoderado presentó ante la Procuraduría Judicial 

Administrativa –Reparto-, solicitud de conciliación prejudicial, en la que señala 

como pretensiones, las siguientes: 

 

“PRIMERO: Se declare la Nulidad del Acto Ficto configurado el día 18 DE 

FEBRERO DE 2020, que niega el reconocimiento de la sanción moratoria a mi 

mandante, de conformidad con los parámetros establecidos en la Ley 1071 

de 2006.   

 

SEGUNDO: El reconocimiento y pago de la SANCION POR MORA establecida 

en la ley 1071 de 2006 a mi mandante docente ALBA PILAR LOPEZ 

ZAMBRANO equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 

contados desde los setenta (70) días hábiles después de haber radicado la 

solicitud de la cesantía parcial y/o definitiva ante la entidad y hasta cuando 

se hizo efectivo el pago de la misma.  

 

TERCERO: Que, sobre el monto de la SANCION POR MORA reclamada, se 

ordene el reconocimiento de la respectiva indexación hasta la fecha en que 

se efectúe el pago de esta obligación a cargo de la convocada.” 

 

El Comité de Conciliación de la Nación – Ministerio de Educación Nacional- 

FOMAG 

 

El Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad Ministerio de Educación 

Nacional, para analizar la viabilidad de conciliar con la convocante el 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, llevó a cabo sesión No. 55 del 13 

de septiembre de 20191, en la cual autorizó conciliar lo referido. 

 

La decisión del comité en la mencionada sesión se concreta, así: 

 

“Fecha de solicitud de las cesantías: 15 de agosto de 2018 

Fecha de pago:                                06/03/2019 

No. de días de mora:                        98 

Asignación básica aplicable:             $1.922.618 

Valor de la mora:                            $6.280.552 

Propuesta de acuerdo conciliatorio:  $5.652.497 (90%) 

 

Tiempo de pago después de la aprobación judicial de la conciliación: 1 MES 

(DESPUES DE COMUNICADO EL AUTO DE APROBACIÓN JUDICIAL) 

No se reconoce valor alguno por indexación. 

 

La presente propuesta de conciliación no causará intereses entre la fecha en que 

quede en firme el auto aprobatorio judicial y durante el mes siguiente en que se 

haga efectivo el pago.”  

 

Conciliación ante la Procuraduría 146 Judicial II para Asuntos 

Administrativos: 

 

La conciliación se celebró entre las partes el 4 de agosto de 2020, dentro de la 

audiencia se observa que cada uno de los convocados tuvo la oportunidad de 

                                                 
1 Certificación expedida el 29 de julio de 2020 por el secretario técnico del Comité de Conciliación y Defensa 

Judicial del Ministerio de Educación Nacional, visto a folio 99 del expediente de conciliación. 
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presentar sus argumentos, los cuales se encuentran consignados en el acta de 

conciliación suscrita, en la diligencia se llegó a acuerdo conciliatorio frente a la 

solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria. 

 

Finalmente, el acuerdo de las partes fue avalado por el Procurador 146 Judicial II 

para Asuntos Administrativos, según consta en el acta suscrita, vista a folios 106-

108 del expediente. 

  

CONSIDERACIONES 

 

La conciliación es un acto por medio del cual dos o más personas gestionan la 

solución de sus conflictos de carácter particular y contenido patrimonial con la 

ayuda de un conciliador.  

 

Este medio busca la solución de conflictos, es decir, trata de arreglar o componer 

los ánimos en discordia. Cuando entra un tercero a validar este acuerdo, se está 

frente a una conciliación administrativa, es decir, ante una heterocomposición, 

toda vez que el acuerdo que resuelve las diferencias surgidas por decisiones o 

conductas de acción o de omisión de la Administración Pública, debe ser 

homologado por un tercero imparcial. 

 

De la Conciliación prejudicial 

 

Es aquella que se intenta antes de iniciar un proceso judicial. En ella intervienen 

el Procurador que actúa ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, la 

Administración Pública y el particular u otra entidad estatal. 

 

Procede en aquellos conflictos que por su naturaleza podrían demandarse 

mediante las Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Reparación 

Directa, Controversias Contractuales y de Grupo.  

 

En los conflictos que se desatarían en ejercicio del medio de control de Nulidad 

y Restablecimiento del Derecho, en conciliación prejudicial se deben verificar los 

siguientes presupuestos:  

 

 La solicitud de conciliación prejudicial se debe presentar ante la 

Procuraduría Judicial Administrativa, dentro de los cuatro (4) meses 

siguientes a la notificación del acto administrativo, esto es, dentro del 

término de caducidad del medio de control.  

 

 Que se hayan agotado previamente los recursos del procedimiento 

administrativo. 

 

Requisitos de Procedibilidad de la conciliación prejudicial: 

 

Establece el artículo 63 del Decreto 1818 de 1998, que la conciliación 

administrativa prejudicial, sólo tendrá lugar cuando en caso de ser necesario, se 

agoten los recursos en el procedimiento administrativo, de igual forma el 
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parágrafo segundo de dicha norma establece que no habrá lugar a conciliación 

cuando la acción haya caducado. 

 

Frente al primero de los requisitos exigidos, la convocante agotó debidamente 

los recursos en el Procedimiento Administrativo ante la NACIÓN- MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACIONAL- FOMAG, toda vez que elevó petición el 18 de 

noviembre de 2019 (fl.20), tendiente a obtener el reconocimiento y pago de la 

sanción moratoria por el no pago oportuno de las cesantías definitivas, quedando 

agotados los recursos dentro del procedimiento administrativo. 

 

Así las cosas, tenemos que, en el presente caso la convocante agotó 

debidamente los recursos en el Procedimiento Administrativo, toda vez que 

realizó la solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria, petición 

frente a la cual la entidad convocada no emitió pronunciamiento alguno, razón 

por la cual se entiende que efectivamente se cumple con el primero de los 

requisitos para que sea procedente la conciliación judicial. 

 

Respecto del segundo de los requisitos, este es, que la acción no haya caducado, 

se precisa que se entiende por caducidad de la acción, al fenómeno procesal en 

virtud del cual se pierde la posibilidad de hacer uso de la acción judicial por el 

transcurso del tiempo fijado por la ley, que tiene como objetivo dar seguridad 

jurídica a las actuaciones de la administración.  

 

Para el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 

laboral existe un término perentorio de cuatro (4) meses dispuesto por la ley 

1437 de 2011 artículo 1642, para contar la caducidad de la acción, el cual 

empieza a contarse a partir del día siguiente de la notificación, publicación o 

ejecutoria del acto administrativo demandado. Sin embargo, es de recordar que 

el mismo artículo, establece una excepción para la aplicación de la caducidad 

alegada, esto es, cuando la demanda se dirija contra actos producto del silencio 

administrativo, como en el caso de estudio.  

 

Así las cosas, se tiene que dentro del presente asunto no se encuentra probada 

la causación de la caducidad de la acción. 

 

Marco Jurídico de la sanción moratoria 

 

La Ley 1071 de 2006 “Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 

1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los servidores 

públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación.” que 

señala al respecto: 

 

                                                 
2“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada: (…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo” 
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“ARTICULO 4º. TÉRMINOS. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 

a la presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o 

parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que 

tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir 

la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en 

la ley. 

 

PARÁGRAFO. En caso de que la entidad observe que la solicitud está 

incompleta deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días 

hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole expresamente los 

documentos y/o requisitos pendientes. 

 

Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud 

deberá ser resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este 

artículo. 

 

ARTÍCULO 5o. MORA EN EL PAGO. La entidad pública pagadora tendrá un 

plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede 

en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías 

definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación 

social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 

 

PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o 

parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y 

cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada 

día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual 

solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este 

artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando 

se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a esta.” 

 

De la citada norma se puede determinar entonces, que una vez presentada la 

solicitud de liquidación y pago de las cesantías definitiva o parciales por parte 

del servidor público, la entidad mediante acto administrativo debe ordenar el 

pagó del monto de las cesantías. Contando la liquidadora con 15 días hábiles 

que se computaran a partir de la solicitud de liquidación. Una vez en firme el 

acto administrativo la pagadora, tiene la obligación de cancelar el monto 

reconocido en un plazo máximo de 45 días hábiles, sino es realizado el pago 

dentro del término estipulado en la norma, la entidad está obligada a reconocer 

y pagar una sanción por mora equivalente a un día de salario por cada día de 

retardo, hasta que efectivamente se pague el valor de la cesantía. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la forma de computar el término fijado para el 

pago efectivo de las cesantías, el H. Consejo de Estado, señaló: 

 

“SANCION MORATORIA EN EL PAGO DE CESANTIAS – Reconocimiento. 

Conteo del término  

 

La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha dicho que cuando la 

Administración resuelve el requerimiento del servidor público sobre la 

liquidación total de sus cesantías en forma tardía buscando impedir la 

efectividad conminatoria de la sanción de que trata el artículo 2º  de la Ley 

244 de 1995, el tiempo a partir del cual comienza a correr el término para 

que se genere la indemnización moratoria debe contarse desde la fecha en 

la cual el interesado radicó la petición de reconocimiento y pago de las 

cesantías definitivas, es decir, quince (15) días hábiles que tiene la entidad 

para expedir la resolución, más cinco (5) días hábiles que corresponden a  la 

ejecutoria, en el evento de que la resolución de reconocimiento  hubiere sido 

expedida, con la salvedad a que alude el mismo precepto, más cuarenta y 
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cinco (45) días hábiles a partir del día en que quedó en firme la resolución, 

para un total de 65 días hábiles, transcurridos los cuales se causará la sanción 

moratoria. Para la Sala resulta claro entonces que ante la injustificada 

omisión de la Administración para reconocer el saldo de esas cesantías, los 

términos de la Ley 244 de 1995, deben contarse a partir del acto que las 

liquidó incompletas (Resolución No. 673 de 9 de julio de 1996), para que la 

norma tenga efecto útil y hacer efectiva la capacidad conminatoria de la 

sanción.”  

 

De lo manifestado por el Alto Tribunal, se concluye que la sanción moratoria 

surge por el retardo no sólo en el pago de las cesantías, sino también cuando la 

administración omite la expedición del acto administrativo de manera oportuna, 

pues la entidad accionada una vez recibe la petición o solicitud de reconocimiento 

y pago de las cesantías, cuenta con un término de 15 días para dar respuesta, 

en caso de no efectuar pronunciamiento alguno, deberá sumarse 5 o 10 días , 

que corresponden a la ejecutoria, más 45 días que tendría para realizar el pago 

efectivo de las mismas.  

 

De manera tal, que una vez el interesado eleva la solicitud, la entidad cuenta 

con 65 o 70 días hábiles, según el caso, para efectuar el pago efectivo de las 

cesantías, y no obstante la responsabilidad en el pago recae en cabeza de la 

Fiduciaria la Previsora S.A. por tener a su cargo el manejo y administración de 

los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tal 

situación no exime de responsabilidad al fondo, por cuanto es este finalmente 

quien paga el auxilio de cesantías con sus propios recursos. 

 

Caso Concreto: 

 

De la revisión del expediente se evidencia que en la conciliación objeto de 

pronunciamiento la convocante solicita el reconocimiento de la sanción moratoria 

por el no pago oportuno de las cesantías definitivas. Por lo tanto, este despacho 

procederá, a efectuar un análisis que permita determinar la causación de la mora 

objeto de conciliación, así: 

 

Fecha de reclamación de las 

cesantías definitivas  

 15 de agosto de 2018 (fl.22-23) 

Resolución de reconocimiento 10414 del 10 de octubre de 2018 (fl. 22-

23) 

Fecha de pago  6 de marzo de 2019 (fl.25) 

Fecha máxima de pago 27 de noviembre de 2018 

Periodo en mora 28 de noviembre de 2019 al 5 de marzo 

de 2019 

Petición sanción moratoria 18 de noviembre de 2019  

 

 

Así las cosas, se tiene que en el presente caso le asiste el derecho a la 

convocante, por cuanto está legitimada para reclamar la sanción por mora por 
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el no pago oportuno de las cesantías definitivas, petición a la que accedió el ente 

convocado en la audiencia de conciliación celebrada el 4 de agosto de 2020 ante 

la Procuraduría 146 Judicial II para Asuntos Administrativos (fl.106-108). 

 

Conforme lo expuesto, se colige que la decisión adoptada por la Nación- 

Ministerio de Educación – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, se 

ajusta a derecho y a las decisiones adoptadas por el Consejo de Estado en temas 

idénticos relacionados con el reconocimiento y pago de la sanción moratoria. 

 

El pago se realizará con fundamento en los parámetros presentados en 

certificación suscrita por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación y 

Defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional, efectuada por la entidad 

accionada obrante a folio 120 del expediente así: 

 

“Fecha de solicitud de las cesantías: 15/08/2018 

Fecha de pago: 06/03/2019 No. de días de mora: 98 

Asignación básica aplicable: $ 1.922.618 

Valor de la mora: $ 6.280.552 

Propuesta de acuerdo conciliatorio: $ 5.652.497 (90%)” 

 

En este orden de ideas, es claro que en el presente caso se cumple con los 

presupuestos exigidos para aprobar la conciliación prejudicial, realizada entre la 

señora ALBA PILAR LOPEZ ZAMBRANO, en calidad de Convocante y la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. 

 

De lo expuesto en precedencia éste Despacho Judicial, advierte que la 

conciliación prejudicial, realizada entre el apoderado de la convocante y la 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, reúne los requisitos para ser aprobada, toda vez 

que la convocante agotó debidamente los recursos dentro del procedimiento 

administrativo, la acción no se encuentra caducada y no se causa detrimento al 

erario público, pues los valores reconocidos, corresponden a sumas que deben 

ser canceladas por ley a la convocante, razón por la cual será aprobado el 

acuerdo celebrado ante Procuraduría 146 Judicial II para Asuntos 

Administrativos. 

 

Por tanto el Juzgado Quince Administrativo de Bogotá, Sección Segunda 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la Ley,            

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: APROBAR el Acta de Conciliación de fecha 4 de agosto de 2020, 

realizada ante la Procuraduría 146 Judicial II para Asuntos Administrativos, 

celebrado entre la señora ALBA PILAR LOPEZ ZAMBRANO, identificada con 

cédula de ciudadanía No.  39.533.622, en calidad de Convocante y la NACIÓN- 
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MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO por valor de CINCO MILLONES SEISCIENTOS CINCUENTA Y 

DOS CUATROCIENTOS NOVENTA Y SIETE ($5.652.497.oo), obrante a folios 

106 a 108 del expediente, por los motivos expuestos en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: El acta de acuerdo conciliatorio, la liquidación efectuada por la 

entidad y el auto aprobatorio debidamente ejecutoriado prestarán mérito 

ejecutivo y tendrán efectos de cosa juzgada de conformidad con el artículo 72 

de la ley 446 de 1998. 

 

TERCERO: Ejecutoriada la presente providencia, previas las anotaciones y 

constancias del caso, expídanse copias a las partes de conformidad a lo 

dispuesto en el artículo 114 del Código General del Proceso y archívese el 

expediente. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

JUEZ 
 

Am. 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 015 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-

CUNDINAMARCA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ 

SECCION SEGUNDA 

 

Bogotá, D.C., agosto veintiuno (21) de dos mil veinte (2020) 

  

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO. 

 

Referencia:      CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL N° 2020-00187 

Solicitante:      OMAR HENEY ROBLES SEGURA  

Solicitado:     CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONA CASUR  

                                          

Procede el Despacho a pronunciarse sobre la diligencia de Conciliación 

Prejudicial referenciada, remitida por la Procuraduría 192 Judicial I para 

Asuntos Administrativos, contenida en el Acta de Conciliación Prejudicial 

de fecha 24 de julio de 2020, llevada a cabo de forma no presencial entre el 

Doctor ANDRES  LEONARDO  GOMEZ  VELANDIA apoderado del señor OMAR 

HENEY ROBLES SEGURA, en calidad de Convocante y el Doctor HUGO ENOC 

GALVEZ ALVAREZ en calidad de apoderado de la CAJA DE SUELDOS DE 

RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL  – CASUR. 

 

Antecedentes: 

               

Se tienen como fundamentos fácticos los siguientes: 

 

1. Al señor Intendente Jefe (r) OMAR HENEY ROBLES SEGURA, la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le reconoció asignación mensual de 

retiro mediante Resolución No. 2456 del 17 de abril de 2013. 

 

2. Desde su reconocimiento, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional 

mantuvo estático el valor de los factores la 1/12 prima de navidad, 1/12 prima 

de servicios, 1/12 prima de vacaciones y subsidio de alimentación, los cuales 

fueron incluidos en la liquidación de la asignación de retiro, es decir que la 

entidad no ha realizado los aumentos anuales sobre las partidas referidas. 

 

3. El 18 de noviembre de 2019, el convocante elevó petición ante la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional tendiente a obtener el reajuste y pago 

retroactivo de las partidas denominadas prima de navidad, prima de servicios, 

prima de vacaciones y subsidio de alimentación. 

 

4. Mediante Comunicación No. 538123 del 10 de febrero de 2020, la entidad 

niega lo solicitado.      

 

La solicitud de conciliación:  

 

El convocante a través de apoderado presentó ante la Procuraduría Judicial 

Administrativa –Reparto-, solicitud de conciliación prejudicial, en la que solicita 

como pretensiones la reliquidación de su asignación de retiro en virtud del 
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principio de oscilación consagrado en el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 y 

el artículo 2 numeral 2.4 de la Ley 923 de 2004, en cuanto a las partidas 

denominadas prima de servicios, prima de vacaciones, prima de navidad y 

subsidio de alimentación.  

 

El Comité de Conciliación de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 

POLICÍA NACIONAL. 

 

El Comité de Conciliación y Defensa Judicial  de la entidad de la CAJA DE 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, para analizar la viabilidad de 

conciliar con el convocante el reajuste de las partidas computables de la 

asignación de retiro denominadas subsidio familiar y duodécimas partes de las 

primas de navidad, vacaciones y servicios, llevó a cabo sesión ordinaria el día 13 

de julio de 2020 (fl.54-55), en la cual autorizó conciliar lo referido, la decisión del 

comité en la mencionada sesión se concreta: 

 

“En el caso del señor IJ (r) Omar Herney Robles Segura, identificado con la 

cédula de ciudadanía No. 6.225.967, al Comité de Conciliación y Defensa 

Judicial  de  la Caja  de  Sueldos  de  Retiro  de  la  Policía  Nacional le  asiste  

ánimo  conciliatorio  de conformidad  a  lo  establecido  por  este  Cuerpo  

Colegiado  en  Acta  41  del  28  de noviembre  de  2019,  en  cuanto  al  

reajuste  de  las  partidas  computables  de  la asignación  mensual  de  retiro  

denominadas  subsidio  de  alimentación  y  doceavas partes  de  las  primas  

de  navidad,  servicios  y  vacaciones,  bajo  los  siguientes parámetros:    

 

1. Se reconocerá el 100% del capital. 

  

2. Se conciliará el 75% de la indexación  

 

3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de 

cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá 

lugar al pago de intereses. 

 

4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional vigente al 

momento del retiro del accionante. En razón a lo anterior se realizará el 

reajuste a las partidas denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes 

de las primas de navidad, servicios y vacaciones a partir del año siguiente al 

retiro de la accionante ya que fue el primer reajuste realizado por la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional esto es, el 08 de abril de 2013, pero 

pagando a partir del 18 de noviembre de 2016 dando aplicación a la 

prescripción trienal contenida en el Decreto 4433 de 2004  en  su  artículo  43,  

tomando  como  fecha  de  inicio  la  petición  radicada  en  la Entidad el día 18 

de noviembre de 2019.” 

 

 

Conciliación ante la Procuraduría 192 Judicial I para Asuntos 

Administrativos: 

 

La conciliación se celebró, de manera no presencial, entre las partes el 24 de 

julio de 2020, dentro de la audiencia se observa que cada uno de los convocados 

tuvo la oportunidad de presentar sus argumentos, los cuales se encuentran 

consignados en el acta de conciliación suscrita. 
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Finalmente, el acuerdo de las partes fue avalado por el Procurador 192 Judicial I 

para Asuntos Administrativos, según consta en el acta suscrita, vista a folios 64-

68 del expediente. 

  

CONSIDERACIONES 

 

La conciliación es un acto por medio del cual dos o más personas gestionan la 

solución de sus conflictos de carácter particular y contenido patrimonial con la 

ayuda de un conciliador.  

 

Este medio busca la solución de conflictos, es decir, trata de arreglar o 

componer los ánimos en discordia. Cuando entra un tercero a validar este 

acuerdo, se está frente a una conciliación administrativa, es decir, ante una 

heterocomposición, toda vez que el acuerdo que resuelve las diferencias 

surgidas por decisiones o conductas de acción o de omisión de la 

Administración Pública, debe ser homologado por un tercero imparcial. 

 

De la Conciliación prejudicial 

 

Es aquella que se intenta antes de iniciar un proceso judicial. En ella 

intervienen el Procurador que actúa ante la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, la Administración Pública y el particular u otra entidad estatal. 

 

Procede en aquellos conflictos que por su naturaleza podrían demandarse 

mediante las Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Reparación 

Directa, Controversias Contractuales y de Grupo.  

 

En los conflictos que se desatarían en ejercicio del medio de control de Nulidad 

y Restablecimiento del Derecho, en conciliación prejudicial se deben verificar 

los siguientes presupuestos:  

 

 La solicitud de conciliación prejudicial se debe presentar ante la 

Procuraduría Judicial Administrativa, dentro de los cuatro (4) meses 

siguientes a la notificación del acto administrativo, esto es, dentro del 

término de caducidad del medio de control.  

 

 Que se hayan agotado previamente los recursos del procedimiento 

administrativo. 

 

Requisitos de Procedibilidad de la conciliación prejudicial: 

 

Establece el artículo 63 del Decreto 1818 de 1998, que la conciliación 

administrativa prejudicial, sólo tendrá lugar cuando en caso de ser necesario 

se agoten los recursos en el procedimiento administrativo, de igual forma el 

parágrafo segundo de dicha norma establece que no habrá lugar a conciliación 

cuando la acción haya caducado. 
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Frente al primero de los requisitos exigidos, cabe precisar que en el presente 

caso la parte convocante, agotó debidamente los recursos en el Procedimiento 

Administrativo ante la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL  mediante petición radicada el 18 de noviembre de 2019 de  a 

través del cual solicitó el reajuste y pago retroactivo de las partidas 

denominadas prima de navidad, prima de servicios, prima de vacaciones y 

subsidio de alimentación, dicha solicitud fue despachada negativamente 

mediante Comunicación No. 538123 del 10 de febrero de 2020 quedando 

agotados los recursos dentro del procedimiento administrativo. 

 

Así las cosas, en el presente caso, el convocante agotó debidamente los 

recursos en el Procedimiento Administrativo, toda vez que realizó la solicitud 

de reajuste y pago retroactivo de las partidas denominadas prima de navidad, 

prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de alimentación, petición 

que fue resuelta negando lo solicitado, razón por la cual se entiende que 

efectivamente cumple con el primero de los requisitos para que sea procedente 

la conciliación judicial. 

 

Respecto del segundo de los requisitos, este es, que la acción no haya 

caducado, se precisa que se entiende por caducidad de la acción, al fenómeno 

procesal en virtud del cual se pierde la posibilidad de hacer uso de la acción 

judicial por el transcurso del tiempo fijado por la ley, que tiene como objetivo 

dar seguridad jurídica a las actuaciones de la administración.  

 

Para el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 

laboral existe un término perentorio de cuatro (4) meses dispuesto por la ley 

1437 de 2011 artículo 1641, para contar la caducidad de la acción, el cual 

empieza a contarse a partir del día siguiente de la notificación, publicación o 

ejecutoria del acto administrativo demandado. Sin embargo, es de recordar 

que el mismo artículo, establece una excepción para la aplicación de la 

caducidad alegada, esto es, cuando las pretensiones versen sobre prestaciones 

de tipo periódico, tal y como acontece en el presente caso, ya que se solicita la 

reliquidación de las partidas computables de la asignación de retiro, la cual es 

pagadera mes a mes, siendo inaplicable la caducidad del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho. 

 

Análisis jurídico probatorio: 

 

La Constitución Política de 1991 en su artículo 150 estableció las funciones del 

Congreso de la República, para lo cual, indicó entre otras:  

 

“Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las 

siguientes funciones: 

                                                 
1“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada: (…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse dentro del 
término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución 
o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales;” 
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19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los 

cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 

 

e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los 

miembros del Congreso Nacional y la Fuerza Pública (Subrayado del 

Despacho)”. 

 

De lo cual se colige que, la Carta Magna facultó al Congreso de la República 

para que dictara las normas a través de las cuales le otorga al Gobierno 

Nacional, facultades para fijar el régimen salarial y prestacional de los 

miembros de la Fuerza Pública2.  

 

Así, mediante la Ley 180 de 1995 el Congreso de la República modificó y 

expidió disposiciones referentes a la estructura de la Policía Nacional, 

otorgando a través del artículo 7, facultades extraordinarias al Presidente de la 

República para desarrollar la Carrera Policial denominada "Nivel Ejecutivo".  

 

En virtud de dichas facultades, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 132 

de 1995 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del Nivel Ejecutivo de 

la Policía Nacional” y en el cual se estableció la estructura, jerarquía, 

clasificación, ingreso, formación, ascensos, evaluación, retiro, régimen 

prestacional y salarial, y demás aspectos referentes a esta categorial policial.  

   

Posteriormente, el Gobierno Nacional profirió el Decreto 1091 de 1995 “por 

el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal 

del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 

1995”. Estableciendo en su artículo 51 lo siguiente: 

 

 “Artículo 51.- El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, tendrá 

derecho a partir de la fecha en que termine los tres (3) meses de alta, a que 

por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) 

del monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los 

primeros (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que 

exceda de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento 

(100%) de tales partidas en las siguientes condiciones”.  

 

Así mismo, indicó en el artículo 49 que las partidas computables en la 

asignación serían las siguientes:  

 

“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, 

al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del 

servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y periódicas 

sobre las siguientes partidas.  

                                                 

El Congreso de la República profirió la LEY 4 DE 1992 “Mediante la cual se señalan las normas, 
objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial 
y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza 
Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan 
otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) 

y f) de la Constitución Política”. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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a) Sueldo básico; 

b) Prima de retorno a la experiencia.  

c) Subsidio de Alimentación.  

d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad.  

e) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Servicio.  

f) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Vacaciones.  

 

Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 

ninguna de las demás primas, subsidio, auxilios y compensaciones consagradas 

en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, serán 

computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, pensionados, 

sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales”.  

 

Emolumentos que fueron igualmente establecidos como computables para el 

Nivel Ejecutivo en el artículo 23 del Decreto 4433 de 2004 “Por medio del 

cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de 

la Fuerza Pública”. 

 

Ahora bien, frente al incremento de las prestaciones reconocidas en la 

asignación de retiro, se tiene que el Decreto 1091 de 1995 estableció en su 

artículo 56 lo siguiente:  

  
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones 

de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto se liquidarán tomando 

en cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las 

asignaciones de actividad para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 49 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán inferiores al 

salario mínimo legal. 

   

El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas 

que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración 

Pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley.” (Subrayado del 

Despacho) 
 
De otro lado, el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 señaló:  

 

“ARTÍCULO 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 

asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto se 

incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las asignaciones en 

actividad para cada grado. En ningún caso las asignaciones de retiro o 

pensiones serán inferiores al salario mínimo legal mensual vigente. 

 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse a 

normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a 

menos que así lo disponga expresamente la ley.” (Subrayado del Despacho) 

 

Normativas de la cuales se infiere que las asignaciones de retiro deberán ser 

incrementadas en el mismo porcentaje en que aumentan las asignaciones 

salariales de los miembros activos de la Fuerza Pública para el grado 

respectivo, lo cual, incluye las partidas computables dentro de esta.  

 

En el mismo sentido, la Ley 923 de 20043 consagró en su artículo 2 entre los 

objetivos que el Gobierno Nacional deberá tener en cuenta para la fijación del 

                                                 
3 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno 

Nacional para la fijación del régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la 
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régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza 

Pública: 

 

“2.4. El mantenimiento del poder adquisitivo de las asignaciones de retiro y de 

las pensiones legalmente reconocidas”. 

 

De ahí, que estas deban ser reajustadas e incrementadas de acuerdo con lo 

dispuesto por la Ley para tal fin.  

 

Caso concreto 

 

De la revisión de la prueba documental aportada al expediente, se encuentra 

demostrado, lo siguiente:  

 

Que mediante Resolución No. 2456 del 17 de abril de 2013 la Caja de Sueldos de 

Retiro de la Policía Nacional le reconoció asignación mensual de retiro al 

convocante en cuantía equivalente al 83% del sueldo básico de actividad y 

partidas legalmente computables, efectiva a partir del 8 de abril de 2013, de 

conformidad con lo dispuesto en los Decretos 1091 de 1995 y 4433 de 2004 (fl. 

28-31). 

 

Que una vez reconocida asignación de retiro al convocante, la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional en el año 2013, efectuó los siguientes pagos:  

 

PARTIDA Porcentaje Valores 

Sueldo básico  1959.462,00 

Prima retorno experiencia 7.00% 137.162,34 

Prima de navidad  218.659,45 

Prima de servicios  86.210,07 

Prima de vacaciones  89.802,16 

Subsidio alimentación  42.144,00 

VALOR TOTAL  2.533.440,02 

% de asignación  83 

Valor asignación  2.102.755,00 

 

Que dentro de la liquidación efectuada por la entidad para efectos de la 

conciliación se relacionan los ajustes efectuados año a año por la entidad, 

teniendo que para el año 2018 las partidas computables dentro de la 

asignación de retiro del convocante fueron liquidadas de la siguiente forma (fl. 

56):  

Sueldo básico  2.552.282,00 

Prima retorno experiencia 7.00% 178.659,74 

1/12 Prima de navidad  218.659,45 

1/12 Prima de servicios  86.210,07 

1/12 Prima de vacaciones  89.802,16 

Subsidio alimentación  42.144,00 

TOTAL  3.167.757,42 

83% Asignación  2.747.555,00 

                                                                                                                                                     
Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literal e) de la 

Constitución Política”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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Para los años 2019 y 2020, se tiene que la entidad efectuó aumentos, así: 

 

PARTIDA COMPUTABLE 2019 2020 

1/12 Prima de Navidad $228.499,13 $ 323.631,84 

1/12 Prima de Servicios $90.089,52 $ 127.597,19 

1/12 Prima de Vacaciones $93.843,26 $ 132.913,74 

Subsidio de alimentación $44.040,48 $ 62.381,00 

 

Conforme lo anterior, se evidencia que desde la fecha de reconocimiento de la 

asignación de retiro, año 2013 hasta el año 2018, las partidas denominadas 

primas de navidad, prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de 

alimentación, no fueron incrementadas desconociendo lo dispuesto por el 

Gobierno Nacional en los decretos anuales de fijación de salarios, vulnerando 

así el principio de oscilación que como se indicó precedentemente, dispone que 

las asignaciones de los miembros de la Fuerza Pública que se encuentren en 

uso de su buen retiro aumentarán en el mismo porcentaje en que se aumenten 

las asignaciones en actividad para cada grado. 

 

Así las cosas, se tiene que en el presente caso le asiste el derecho al 

convocante, por cuanto está legitimado para reclamar la reliquidación las 

partidas computables reconocidas en la asignación de retiro con base en el 

principio de oscilación, petición a la que accedió el ente convocado en la 

audiencia de conciliación celebrada de manera no presencial el 24 de julio de 

2020 ante la Procuraduría 192 Judicial I para Asuntos Administrativos (fl.64 a 

68). 

 

El pago se realizará con fundamento en los parámetros presentados en la pre- 

liquidación, efectuada por la entidad accionada obrante a folio 63, así: 

 

“VALOR TOTAL A PAGAR POR PARTIDAS COMPUTABLES NIVEL EJECUTIVO 

        CONCILIACION 

 

Valor de Capital indexado 5.517.415 

Valor Capital 100%  5.214.817 

Valor Indexación   302.598 

Valor indexación por el (75%)   226.949 

Valor Capital más (75%) de la Indexación   5.441.766 

Menos descuento CASUR  -203.289 

Menos descuento Sanidad  -351.813 

 

VALOR A PAGAR 

 

5.051.336” 

     

    

En este orden de ideas, es claro que en el presente caso se cumple con los 

presupuestos exigidos para aprobar la conciliación prejudicial, realizada entre 

el señor Intendente Jefe (r) de la Policía Nacional OMAR HENEY ROBLES 

SEGURA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL. 
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De lo expuesto en precedencia éste Despacho Judicial, advierte que la 

conciliación prejudicial, realizada entre el apoderado del señor Intendente Jefe 

(r) de la Policía Nacional OMAR HENEY ROBLES SEGURA y la CAJA DE 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL,  por valor de 

$5.051.336.oo reúne los requisitos para ser aprobada, toda vez que el 

convocante agotó debidamente los recursos dentro del procedimiento 

administrativo, la acción no se encuentra caducada y no se causa detrimento al 

erario público, pues los valores reconocidos, corresponden a sumas que deben 

ser canceladas por ley al convocante, razón por la cual será aprobado el 

acuerdo celebrado ante Procuraduría 192 Judicial I para Asuntos 

Administrativos. 

 

Por tanto el Juzgado Quince Administrativo de Bogotá, Sección Segunda 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la ley  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: APROBAR el Acta de Conciliación de fecha 24 de julio de 2020, 

realizada ante la Procuraduría 192 Judicial I para Asuntos Administrativos, 

celebrado entre el señor Intendente Jefe (r) de la Policía Nacional OMAR 

HENEY ROBLES SEGURA identificado con cédula de ciudadania No. 

6.225.967, en calidad de convocante y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE 

LA POLICÍA NACIONAL, por valor de CINCO MILLONES CINCUENTA Y UN 

MIL TRESCIENTES TREINTA Y SEIS PESOS MONEDA CORRIENTE 

($5.051.336.oo), obrante a folios 64-68, por los motivos expuestos en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: El acta de acuerdo conciliatorio y el auto aprobatorio debidamente 

ejecutoriado prestarán mérito ejecutivo y tendrán efectos de cosa juzgada de 

conformidad con el artículo 72 de la ley 446 de 1998. 

 

TERCERO: Ejecutoriada la presente providencia, previas las anotaciones y 

constancias del caso, expídanse copias a las partes de conformidad a lo 

dispuesto en el artículo 114 del Código General del Proceso y archívese el 

expediente. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

JUEZ 
Am. 
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ 

SECCION SEGUNDA 

 

 

Bogotá, D.C., agosto veintiuno (21) de dos mil veinte (2020) 

  

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO. 

 

Referencia:     CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL N° 2020-00186 

Solicitante:     MARIVEL GAMERO PORTO   

Solicitado:      CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA  

NACIONAL -CASUR 

                                          

Procede el Despacho a pronunciarse sobre la diligencia de Conciliación 

Prejudicial referenciada, remitida por la Procuraduría 137 Judicial II para 

Asuntos Administrativos, contenida en el Acta de Conciliación Prejudicial 

de fecha 28 de julio de 2020, llevada a cabo de forma no presencial entre el 

Doctor JOSE   ARBEY   ARENAS   ZAPATA, apoderado de la señora MARIVEL 

GAMERO PORTO, en calidad de Convocante y la Doctora AYDA NITH GARCÍA 

SÁNCHEZ en calidad de apoderado de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE 

LA POLICÍA NACIONAL  – CASUR. 

 

Antecedentes: 

               

Se tienen como fundamentos fácticos los siguientes: 

 

1. A la señora Intendente Jefe (r) MARIVEL GAMERO PORTO, la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le reconoció asignación mensual de 

retiro mediante Resolución No. 397 del 10 de febrero de 2009, efectiva a partir 

del 9 de diciembre de 2013. 

 

2. Señala que desde el reconocimiento de la asignación de retiro, la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional mantuvo estático el valor de los 

factores la 1/12 prima de navidad, 1/12 prima de servicios, 1/12 prima de 

vacaciones y subsidio de alimentación, los cuales fueron incluidos en la 

liquidación de la asignación de retiro, es decir que la entidad no ha realizado 

los aumentos anuales sobre las partidas referidas, pues estas solo sufrieron la 

variación porcentual correspondiente al año 2019, de conformidad con el 

Decreto 1002 de la misma anualidad. 

 

3. El 20 de febrero de 2020, la convocante elevó petición ante la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional tendiente a obtener el reajuste y pago 

retroactivo de las partidas denominadas prima de navidad, prima de servicios, 

prima de vacaciones y subsidio de alimentación. 
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4. Mediante Comunicación No.  546202 del 2 de marzo de 2020 la entidad 

niega lo solicitado. Sin embargo, le indica al actor su ánimo conciliatorio y lo 

conmina para que presente solicitud de conciliación ante la Procuraduría 

Delegada ante lo Contencioso Administrativo. 

      

La solicitud de conciliación:  

 

La convocante a través de apoderado presentó ante la Procuraduría Judicial 

Administrativa –Reparto-, solicitud de conciliación prejudicial, en la que solicita 

como pretensiones la reliquidación de su asignación de retiro en virtud del 

principio de oscilación consagrado en el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 y 

el artículo 2 numeral 2.4 de la Ley 923 de 2004, en cuanto a las partidas 

denominadas prima de servicios, prima de vacaciones, prima de navidad y 

subsidio de alimentación.  

 

El Comité de Conciliación de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 

POLICÍA NACIONAL. 

 

El Comité de Conciliación y Defensa Judicial  de la entidad de la CAJA DE 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, para analizar la viabilidad de 

conciliar con la convocante el reajuste de las partidas computables de la 

asignación de retiro denominadas subsidio familiar y duodécimas partes de las 

primas de navidad, vacaciones y servicios, llevó a cabo sesión no presencial el 

día 23 de julio de 2020 (fl.56-57), en la cual autorizó conciliar lo referido, la 

decisión del comité en la mencionada sesión se concreta: 

 

“A la IJ (r) MARIVEL GAMERO PORTO, identificada con cedula de ciudadanía No. 

49.739.663, se le reconoció asignación mensual de retiro mediante Resolución 

No. 397 del 10 de febrero de 2009, a partir del 18 de febrero de 2009, en 

cuantía del 81%, tomando parala liquidación de la prestación, el sueldo y 

partidas computables, establecidas en los Decretos 1091 de 1995, 4433 de 

2004, 1858 de 2012, normas de carácter especial mediante las cuales se 

expide el Régimen de asignaciones y prestaciones para el personal del Nivel 

Ejecutivo de la Policía Nacional.  

 

Mediante petición adiada 20 de febrero de 2020, la convocante solicita se 

evalué su pretensión, en razón a que se trata de un miembro del Nivel 

Ejecutivo, pretendiendo se reajuste su asignación de retiro fundamentado en 

los incrementos que en su apreciación deben tener las partidas computables.  

 

En  el  caso  de  la  IJ  (r)  MARIVEL  GAMERO  PORTO,  al  Comité  de  

Conciliación  y Defensa  Judicial  de la  Caja  de  Sueldos  de Retiro  de la  

Policía  Nacional le asiste ánimo conciliatorio de conformidad a lo establecido 

por este Cuerpo Colegiado en Acta  41  del  28  de  Noviembre  de  2019,  en  

cuanto  al  reajuste  delas  partidas computables   de   la   asignación   mensual   

de   retiro   denominadas   subsidio   de alimentación y doceavas partes de las 

primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los siguientes parámetros:: 

 

1. Se reconocerá el 100% del capital.  

  

2. Se conciliará el 75% de la indexación  
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3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de 

cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá 

lugar al pago de intereses.  

  

4.  Se    aplicará    la    prescripción    contemplada    en    la    norma    

prestacional correspondiente.   

 

En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el presente 

asunto le asiste ánimo conciliatorio.” 

 

 

Conciliación ante la Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos 

Administrativos: 

 

La conciliación se celebró, de manera no presencial, entre las partes el 28 de 

julio de 2020, dentro de la audiencia se observa que cada uno de los convocados 

tuvo la oportunidad de presentar sus argumentos, los cuales se encuentran 

consignados en el acta de conciliación suscrita. 

 

Finalmente, el acuerdo de las partes fue avalado por el Procurador 137 Judicial II 

para Asuntos Administrativos, según consta en el acta suscrita, vista a folios 66-

68 del expediente. 

  

CONSIDERACIONES 

 

La conciliación es un acto por medio del cual dos o más personas gestionan la 

solución de sus conflictos de carácter particular y contenido patrimonial con la 

ayuda de un conciliador.  

 

Este medio busca la solución de conflictos, es decir, trata de arreglar o 

componer los ánimos en discordia. Cuando entra un tercero a validar este 

acuerdo, se está frente a una conciliación administrativa, es decir, ante una 

heterocomposición, toda vez que el acuerdo que resuelve las diferencias 

surgidas por decisiones o conductas de acción o de omisión de la 

Administración Pública, debe ser homologado por un tercero imparcial. 

 

De la Conciliación prejudicial 

 

Es aquella que se intenta antes de iniciar un proceso judicial. En ella 

intervienen el Procurador que actúa ante la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, la Administración Pública y el particular u otra entidad estatal. 

 

Procede en aquellos conflictos que por su naturaleza podrían demandarse 

mediante las Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Reparación 

Directa, Controversias Contractuales y de Grupo.  
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En los conflictos que se desatarían en ejercicio del medio de control de Nulidad 

y Restablecimiento del Derecho, en conciliación prejudicial se deben verificar 

los siguientes presupuestos:  

 

 La solicitud de conciliación prejudicial se debe presentar ante la 

Procuraduría Judicial Administrativa, dentro de los cuatro (4) meses 

siguientes a la notificación del acto administrativo, esto es, dentro del 

término de caducidad del medio de control.  

 

 Que se hayan agotado previamente los recursos del procedimiento 

administrativo. 

 

Requisitos de Procedibilidad de la conciliación prejudicial: 

 

Establece el artículo 63 del Decreto 1818 de 1998, que la conciliación 

administrativa prejudicial, sólo tendrá lugar cuando en caso de ser necesario 

se agoten los recursos en el procedimiento administrativo, de igual forma el 

parágrafo segundo de dicha norma establece que no habrá lugar a conciliación 

cuando la acción haya caducado. 

 

Frente al primero de los requisitos exigidos, cabe precisar que en el presente 

caso la parte convocante, agotó debidamente los recursos en el Procedimiento 

Administrativo ante la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL  mediante petición radicada el 20 de febrero de 2020 a través del 

cual solicitó el reajuste y pago retroactivo de las partidas denominadas prima 

de navidad, prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de alimentación 

(fl. 25-27), dicha solicitud fue despachada negativamente mediante 

Comunicación No.  546202 del 2 de marzo de 2020 quedando agotados los 

recursos dentro del procedimiento administrativo (fl. 28-33). 

 

Así las cosas, en el presente caso, la convocante agotó debidamente los 

recursos en el Procedimiento Administrativo, toda vez que realizó la solicitud 

de reajuste y pago retroactivo de las partidas denominadas prima de navidad, 

prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de alimentación, petición 

que fue resuelta negando lo solicitado, razón por la cual se entiende que 

efectivamente cumple con el primero de los requisitos para que sea procedente 

la conciliación judicial. 

 

Respecto del segundo de los requisitos, este es, que la acción no haya 

caducado, se precisa que se entiende por caducidad de la acción, al fenómeno 

procesal en virtud del cual se pierde la posibilidad de hacer uso de la acción 

judicial por el transcurso del tiempo fijado por la ley, que tiene como objetivo 

dar seguridad jurídica a las actuaciones de la administración.  

 

Para el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 

laboral existe un término perentorio de cuatro (4) meses dispuesto por la ley 
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1437 de 2011 artículo 1641, para contar la caducidad de la acción, el cual 

empieza a contarse a partir del día siguiente de la notificación, publicación o 

ejecutoria del acto administrativo demandado. Sin embargo, es de recordar 

que el mismo artículo, establece una excepción para la aplicación de la 

caducidad alegada, esto es, cuando las pretensiones versen sobre prestaciones 

de tipo periódico, tal y como acontece en el presente caso, ya que se solicita la 

reliquidación de las partidas computables de la asignación de retiro, la cual es 

pagadera mes a mes, siendo inaplicable la caducidad del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho. 

 

Análisis jurídico probatorio: 

 

La Constitución Política de 1991 en su artículo 150 estableció las funciones del 

Congreso de la República, para lo cual, indicó entre otras:  

 

“Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las 

siguientes funciones: 

 

19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los 

cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 

 

e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los 

miembros del Congreso Nacional y la Fuerza Pública (Subrayado del 

Despacho)”. 

 

De lo cual se colige que, la Carta Magna facultó al Congreso de la República 

para que dictara las normas a través de las cuales le otorga al Gobierno 

Nacional, facultades para fijar el régimen salarial y prestacional de los 

miembros de la Fuerza Pública2.  

 

Así, mediante la Ley 180 de 1995 el Congreso de la República modificó y 

expidió disposiciones referentes a la estructura de la Policía Nacional, 

otorgando a través del artículo 7, facultades extraordinarias al Presidente de la 

República para desarrollar la Carrera Policial denominada "Nivel Ejecutivo".  

 

En virtud de dichas facultades, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 132 

de 1995 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del Nivel Ejecutivo de 

                                                 
1“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada: (…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse dentro del 
término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución 
o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales;” 
 

El Congreso de la República profirió la LEY 4 DE 1992 “Mediante la cual se señalan las normas, 
objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial 
y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza 
Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan 
otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) 

y f) de la Constitución Política”. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150


Conciliación Extrajudicial No.: 2020-00186 
Demandante. Marivel Gamero Porto 
Demandado. Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional 

 

6 

 

la Policía Nacional” y en el cual se estableció la estructura, jerarquía, 

clasificación, ingreso, formación, ascensos, evaluación, retiro, régimen 

prestacional y salarial, y demás aspectos referentes a esta categorial policial.  

   

Posteriormente, el Gobierno Nacional profirió el Decreto 1091 de 1995 “por 

el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal 

del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 

1995”. Estableciendo en su artículo 51 lo siguiente: 

 

 “Artículo 51.- El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, tendrá 

derecho a partir de la fecha en que termine los tres (3) meses de alta, a que 

por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) 

del monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los 

primeros (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que 

exceda de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento 

(100%) de tales partidas en las siguientes condiciones”.  

 

Así mismo, indicó en el artículo 49 que las partidas computables en la 

asignación serían las siguientes:  

 

“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, 

al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del 

servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y periódicas 

sobre las siguientes partidas.  

 

a) Sueldo básico; 

b) Prima de retorno a la experiencia.  

c) Subsidio de Alimentación.  

d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad.  

e) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Servicio.  

f) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Vacaciones.  

 

Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 

ninguna de las demás primas, subsidio, auxilios y compensaciones consagradas 

en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, serán 

computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, pensionados, 

sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales”.  

 

Emolumentos que fueron igualmente establecidos como computables para el 

Nivel Ejecutivo en el artículo 23 del Decreto 4433 de 2004 “Por medio del 

cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de 

la Fuerza Pública”. 

 

Ahora bien, frente al incremento de las prestaciones reconocidas en la 

asignación de retiro, se tiene que el Decreto 1091 de 1995 estableció en su 

artículo 56 lo siguiente:  

  
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones 

de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto se liquidarán tomando 

en cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las 

asignaciones de actividad para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 49 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán inferiores al 

salario mínimo legal. 
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El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas 

que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración 

Pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley.” (Subrayado del 

Despacho) 
 
De otro lado, el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 señaló:  

 

“ARTÍCULO 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 

asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto se 

incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las asignaciones en 

actividad para cada grado. En ningún caso las asignaciones de retiro o 

pensiones serán inferiores al salario mínimo legal mensual vigente. 

 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse a 

normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a 

menos que así lo disponga expresamente la ley.” (Subrayado del Despacho) 

 

Normativas de la cuales se infiere que las asignaciones de retiro deberán ser 

incrementadas en el mismo porcentaje en que aumentan las asignaciones 

salariales de los miembros activos de la Fuerza Pública para el grado 

respectivo, lo cual, incluye las partidas computables dentro de esta.  

 

En el mismo sentido, la Ley 923 de 20043 consagró en su artículo 2 entre los 

objetivos que el Gobierno Nacional deberá tener en cuenta para la fijación del 

régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza 

Pública: 

 

“2.4. El mantenimiento del poder adquisitivo de las asignaciones de retiro y de 

las pensiones legalmente reconocidas”. 

 

De ahí, que estas deban ser reajustadas e incrementadas de acuerdo con lo 

dispuesto por la Ley para tal fin.  

 

Caso concreto 

 

De la revisión de la prueba documental aportada al expediente, se encuentra 

demostrado, lo siguiente:  

 

Que mediante Resolución No. 397 del 10 de febrero de 2009 la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional le reconoció asignación mensual de retiro a la 

convocante en cuantía equivalente al 81% del sueldo básico de actividad y 

partidas legalmente computables, efectiva a partir del 9 de diciembre de 2013, 

de conformidad con lo dispuesto en los Decretos 1091 de 1995 y 4433 de 2004 

(fl.18-19). 

 

                                                 
3 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno 

Nacional para la fijación del régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la 

Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literal e) de la 

Constitución Política”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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Que una vez reconocida asignación de retiro a la convocante, la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional en el mes de diciembre de 2009, 

efectuó la liquidación de las partidas computables dentro de la misma, de la 

siguiente manera (fl.20):  

 

 

PARTIDA Porcentaje Valores 

Sueldo básico  1.592.247 

Prima retorno experiencia 7.00 % 111.457 

1/12 Prima de navidad  183.794 

1/12 Prima de servicios  72.464 

1/12 Prima de vacaciones  75.483 

Subsidio alimentación  35.423 

VALOR TOTAL  2.070.868 

% de asignación  81 

Valor asignación  1.677.403 

 

 

Que dentro de la liquidación efectuada por la entidad para efectos de la 

conciliación se relacionan los ajustes efectuados año a año por la entidad, 

teniendo que para el año 2018 las partidas computables dentro de la 

asignación de retiro del convocante fueron liquidadas de la siguiente forma (fl. 

23):  

 

Sueldo básico  2.552.282,00 

Prima retorno experiencia 7.00% 178.659,74 

1/12 Prima de navidad  183.794,00 

1/12 Prima de servicios  72.484,00 

1/12 Prima de vacaciones  75.483,00 

Subsidio alimentación  35.423,00 

TOTAL  3.098.105,74 

77% Asignación  2.509.455,00 

 

 

Para el año 2019, se tiene que la entidad efectuó aumentos, así: 

 

 

PARTIDA COMPUTABLE 2019 

1/12 Prima de Navidad $192.064,73 

1/12 Prima de servicios $75.724,88 

1/12 Prima de Vacaciones $78.879,74 

Subsidio de alimentación $37.017,04 

 

 

Conforme lo anterior, se evidencia que desde la fecha de reconocimiento de la 

asignación de retiro, año 2009 hasta el año 2018, las partidas denominadas 

primas de navidad, prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de 
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alimentación, no fueron incrementadas desconociendo lo dispuesto por el 

Gobierno Nacional en los decretos anuales de fijación de salarios, vulnerando 

así el principio de oscilación que como se indicó precedentemente, dispone que 

las asignaciones de los miembros de la Fuerza Pública que se encuentren en 

uso de su buen retiro aumentarán en el mismo porcentaje en que se aumenten 

las asignaciones en actividad para cada grado. 

 

Así las cosas, se tiene que en el presente caso le asiste el derecho a la 

convocante, por cuanto está legitimada para reclamar la reliquidación las 

partidas computables reconocidas en la asignación de retiro con base en el 

principio de oscilación, petición a la que accedió el ente convocado en la 

audiencia de conciliación celebrada de manera no presencial el 28 de julio de 

2020 ante la Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos Administrativos (fl.66-

68). 

 

El pago se realizará con fundamento en los parámetros presentados en la pre- 

liquidación, efectuada por la entidad accionada obrante a folio 65, así: 

 

“VALOR TOTAL A PAGAR POR PARTIDAS COMPUTABLES NIVEL EJECUTIVO 

        CONCILIACION 

 

Valor de Capital indexado   7.449.368 

Valor Capital 100%    7.065.988 

Valor Indexación       383.370 

Valor indexación por el (75%)     287.528 

Valor Capital más (75%) de la Indexación  7.353.526 

Menos descuento CASUR    -250.540 

Menos descuento Sanidad    -253.971 

VALOR A PAGAR    6.849.015” 

 

 

En este orden de ideas, es claro que en el presente caso se cumple con los 

presupuestos exigidos para aprobar la conciliación prejudicial, realizada entre 

la señora Intendente Jefe (r) de la Policía Nacional MARIVEL GAMERO 

PORTO y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL. 

 

De lo expuesto en precedencia éste Despacho Judicial, advierte que la 

conciliación prejudicial, realizada entre el apoderado de la señora Intendente 

Jefe (r) de la Policía Nacional MARIVEL GAMERO PORTO  y la CAJA DE 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, por valor de 

$6.849.015.oo reúne los requisitos para ser aprobada, toda vez que la 

convocante agotó debidamente los recursos dentro del procedimiento 

administrativo, la acción no se encuentra caducada y no se causa detrimento al 

erario público, pues los valores reconocidos, corresponden a sumas que deben 

ser canceladas por ley a la convocante, razón por la cual será aprobado el 

acuerdo celebrado ante Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos 

Administrativos. 
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Por tanto el Juzgado Quince Administrativo de Bogotá, Sección Segunda 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la Ley,                 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: APROBAR el Acta de Conciliación de fecha 28 de julio de 2020, 

realizada ante la Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos Administrativos, 

celebrado entre la señora Intendente Jefe (r) de la Policía Nacional MARIVEL 

GAMERO PORTO, identificada con cédula de ciudadanía No. 49.739.663, en 

calidad de convocante y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL, por valor de SEIS MILLONES OCHOSCIENTOS CUARENTA Y 

NUEVE MIL QUINCE PESOS MCTE. ($6.849.015.oo), obrante a folios 66-68, 

por los motivos expuestos en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: El acta de acuerdo conciliatorio y el auto aprobatorio debidamente 

ejecutoriado prestarán mérito ejecutivo y tendrán efectos de cosa juzgada de 

conformidad con el artículo 72 de la ley 446 de 1998. 

 

TERCERO: Ejecutoriada la presente providencia, previas las anotaciones y 

constancias del caso, expídanse copias a las partes de conformidad a lo 

dispuesto en el artículo 114 del Código General del Proceso y archívese el 

expediente. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

JUEZ 

Am. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 015 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-

CUNDINAMARCA 
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ 

SECCION SEGUNDA 

 

Bogotá, D.C., agosto veintiuno (21) de dos mil veinte (2020) 

  

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO. 

 

Referencia:  CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL N° 2020-00169 

Solicitante:  ANA LUCÍA YAYA CARO 

Solicitado:   NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO 

                                          

Procede el Despacho a pronunciarse sobre la diligencia de Conciliación Prejudicial 

referenciada, remitida por la Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos 

Administrativos, contenida en el Acta de Conciliación Prejudicial de fecha 

28 de mayo de 2020, llevada a cabo de manera no presencial entre el Dr. 

TONY ALEX ATUESTA SOLORZANO actuando como apoderado de la señora ANA 

LUCÍA YAYA CARO,  en calidad de convocante y el Doctor  ANDRES  ESTEBAN  

ALGARRA TAVERA, en calidad de apoderado de la NACIÓN- MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO. 

 

Antecedentes: 

 

               

Se tienen como fundamentos fácticos los siguientes: 

 

1. La convocante laboró como docente del Magisterio desde el 8 de febrero de 

1993 hasta el 16 de mayo de 2017. 

 

2. El 30 de enero de 2018, la convocante elevó petición ante el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando el reconocimiento y pago de 

las cesantías definitivas. 

 

3. El Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio de Bogotá D.C., reconoció y 

ordenó el pago de las cesantías definitivas mediante Resolución No. 8632 del 29 

de agosto de 2018, valor que fue pagado el 13 de diciembre de 2018. 

 

4. Mediante petición de fecha 16 de septiembre de 2019, la demandante solicitó 

el reconocimiento y pago de la sanción por mora. 

 

5. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio mediante oficio S-

2019-175106 del 25 de septiembre de 2019, manifestó que remitió la petición a 

la Fiduciaria La Previsora S.A. 
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La solicitud de conciliación:  

 

La convocante a través de apoderado presentó ante la Procuraduría Judicial 

Administrativa –Reparto-, solicitud de conciliación prejudicial, en la que señala 

como pretensiones, las siguientes: 

 

“PRIMERO: Solicito se tenga como configurado el acto ficto o presunto  

negativo en razón a que  la  entidad  demandada  FONDO  NACIONAL  DE  

PRESTACIONES  SOCIALES  DEL MAGISTERIO -  REGIONAL BOGOTA en  el  

oficio N° S-2019-175106  del 25  de  septiembre  del 2019, no hizo 

pronunciamiento de fondo a la petición E-2019-148702  del  16 de 

septiembre del  2019, referente  al  reconocimiento  y  pago  de  la  sanción  

por  mora  establecida  en  el parágrafo  del  artículo  5  de  la  Ley  1071  de  

2006  y  le  dio  traslado  de  la  petición  a  LA FIDUPREVISORA S.A. 

 

SEGUNDO: Como consecuencia de la declaratoria descrita en el numeral 

anterior, solicito se declare la nulidad del acto ficto o presunto negativo, 

proferido por el representante del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio - oficina regional de Bogotá D.C., mediante el cual no resuelve 

de fondo la solicitud de reconocimiento y pago de la sanción por mora 

establecido en el parágrafo del artículo 4 y 5 de la Ley 1071 de 2006 (Artículo 

2 de la Ley 244 de 1995). 

 

TERCERO: Como consecuencia de la declaratoria de la NULIDAD del Acto 

Ficto o presunto negativo, generado como resultado del silencio negativo 

presentado en el oficio N° S-2019-175106 del 25 de septiembre del 2019 se 

RECONOZCA Y PAGUE a favor de LA CONVOCANTE, la suma de S23.896.306. 

valor de la SANCIÓN POR MORA por el pago extemporáneo de su cesantía 

según lo establecido en el parágrafo único del artículo 5o de la Ley 1071 de 

2006 y el Artículo 21° de la Ley 1429 de 2010 de la cesantía acorde con el 

último salario devengado por éste según lo establecido en lo Ley 344 de 

1996. 

 

CUARTO:  LAS CONVOCADAS, RECONOZCAN Y PAGUEN a favor de LA 

CONVOCANTE, la INDEXACIÓN sobre las sumas de dinero adeudadas por 

concepto de los reajustes solicitados acorde con el IPC desde el momento del 

reconocimiento de la cesantía y hasta que se haga efectivo el pago, conforme 

a lo establecido en los artículos 187 del C.P.A.C.A. 

(…)” 

 

El Comité de Conciliación de la Nación – Ministerio de Educación Nacional- 

Fomag. 

 

El Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad Ministerio de Educación 

Nacional, para analizar la viabilidad de conciliar con la convocante el 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, llevó a cabo sesión No. 55 del 13 

de septiembre de 20191, en la cual autorizó conciliar lo referido. 

 

La decisión del comité en la mencionada sesión se concreta, así: 

 

“Fecha de solicitud de las cesantías: 30 de enero de 2018 

Fecha de pago: 12 de diciembre de 2018 

No. de días de mora:210 

                                                 
1 Certificación expedida el 20 de mayo de 2020 por el secretario técnico del Comité de Conciliación y Defensa 

Judicial del Ministerio de Educación Nacional, visto a folio 120 del expediente de conciliación. 
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Asignación básica aplicable: $3.397.579 

Valor de la mora: $23.783.053 

Propuesta de acuerdo conciliatorio: $19.026.442 (80%) 

 

Tiempo de pago después de la aprobación judicial de la conciliación: 1 MES 

(DESPUES DE COMUNICADO EL AUTO DE APROBACIÓN JUDICIAL) 

No se reconoce valor alguno por indexación. 

 

La presente propuesta de conciliación no causará intereses entre la fecha en que 

quede en firme el auto aprobatorio judicial y durante el mes siguiente en que se 

haga efectivo el pago.”  

 

Conciliación ante la Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos 

Administrativos: 

 

La conciliación se celebró entre las partes el 28 de mayo de 2020, dentro de la 

audiencia se observa que cada uno de los convocados tuvo la oportunidad de 

presentar sus argumentos, los cuales se encuentran consignados en el acta de 

conciliación suscrita, en la diligencia se llegó a acuerdo conciliatorio frente a la 

solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria. 

 

Finalmente, el acuerdo de las partes fue avalado por la Procuradora 81 Judicial I 

para Asuntos Administrativos, según consta en el acta suscrita, vista a folios 125-

130 del expediente. 

  

CONSIDERACIONES 

 

La conciliación es un acto por medio del cual dos o más personas gestionan la 

solución de sus conflictos de carácter particular y contenido patrimonial con la 

ayuda de un conciliador.  

 

Este medio busca la solución de conflictos, es decir, trata de arreglar o componer 

los ánimos en discordia. Cuando entra un tercero a validar este acuerdo, se está 

frente a una conciliación administrativa, es decir, ante una heterocomposición, 

toda vez que el acuerdo que resuelve las diferencias surgidas por decisiones o 

conductas de acción o de omisión de la Administración Pública, debe ser 

homologado por un tercero imparcial. 

 

De la Conciliación prejudicial 

 

Es aquella que se intenta antes de iniciar un proceso judicial. En ella intervienen 

el Procurador que actúa ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, la 

Administración Pública y el particular u otra entidad estatal. 

 

Procede en aquellos conflictos que por su naturaleza podrían demandarse 

mediante las Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Reparación 

Directa, Controversias Contractuales y de Grupo.  
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En los conflictos que se desatarían en ejercicio del medio de control de Nulidad 

y Restablecimiento del Derecho, en conciliación prejudicial se deben verificar los 

siguientes presupuestos:  

 

 La solicitud de conciliación prejudicial se debe presentar ante la 

Procuraduría Judicial Administrativa, dentro de los cuatro (4) meses 

siguientes a la notificación del acto administrativo, esto es, dentro del 

término de caducidad del medio de control.  

 

 Que se hayan agotado previamente los recursos del procedimiento 

administrativo. 

 

Requisitos de Procedibilidad de la conciliación prejudicial: 

 

Establece el artículo 63 del Decreto 1818 de 1998, que la conciliación 

administrativa prejudicial, sólo tendrá lugar cuando en caso de ser necesario, se 

agoten los recursos en el procedimiento administrativo, de igual forma el 

parágrafo segundo de dicha norma establece que no habrá lugar a conciliación 

cuando la acción haya caducado. 

 

Frente al primero de los requisitos exigidos, la convocante agotó debidamente 

los recursos en el Procedimiento Administrativo ante la NACIÓN- MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACIONAL- FOMAG, toda vez que elevó petición el 18 de 

septiembre de 2019 (fl.15), tendiente a obtener el reconocimiento y pago de la 

sanción moratoria por el no pago oportuno de las cesantías definitivas, quedando 

agotados los recursos dentro del procedimiento administrativo. 

 

Así las cosas, tenemos que, en el presente caso la convocante agotó 

debidamente los recursos en el Procedimiento Administrativo, toda vez que 

realizó la solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria, petición 

frente a la cual la entidad convocada no emitió pronunciamiento alguno, razón 

por la cual se entiende que efectivamente se cumple con el primero de los 

requisitos para que sea procedente la conciliación judicial. 

 

Respecto del segundo de los requisitos, este es, que la acción no haya caducado, 

se precisa que se entiende por caducidad de la acción, al fenómeno procesal en 

virtud del cual se pierde la posibilidad de hacer uso de la acción judicial por el 

transcurso del tiempo fijado por la ley, que tiene como objetivo dar seguridad 

jurídica a las actuaciones de la administración.  

 

Para el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 

laboral existe un término perentorio de cuatro (4) meses dispuesto por la ley 

1437 de 2011 artículo 1642, para contar la caducidad de la acción, el cual 

                                                 
2“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada: (…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo” 
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empieza a contarse a partir del día siguiente de la notificación, publicación o 

ejecutoria del acto administrativo demandado. Sin embargo, es de recordar que 

el mismo artículo, establece una excepción para la aplicación de la caducidad 

alegada, esto es, cuando la demanda se dirija contra actos producto del silencio 

administrativo, como en el caso de estudio.  

 

Así las cosas, se tiene que dentro del presente asunto no se encuentra probada 

la causación de la caducidad de la acción. 

 

Marco Jurídico de la sanción moratoria 

 

La Ley 1071 de 2006 “Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 

1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los servidores 

públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación.” que 

señala al respecto: 

 

“ARTICULO 4º. TÉRMINOS. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 

a la presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o 

parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que 

tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir 

la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en 

la ley. 

 

PARÁGRAFO. En caso de que la entidad observe que la solicitud está 

incompleta deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días 

hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole expresamente los 

documentos y/o requisitos pendientes. 

 

Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud 

deberá ser resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este 

artículo. 

 

ARTÍCULO 5o. MORA EN EL PAGO. La entidad pública pagadora tendrá un 

plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede 

en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías 

definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación 

social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 

 

PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o 

parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y 

cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada 

día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual 

solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este 

artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando 

se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a esta.” 

 

De la citada norma se puede determinar entonces, que una vez presentada la 

solicitud de liquidación y pago de las cesantías definitiva o parciales por parte 

del servidor público, la entidad mediante acto administrativo debe ordenar el 

pagó del monto de las cesantías. Contando la liquidadora con 15 días hábiles 

que se computaran a partir de la solicitud de liquidación. Una vez en firme el 

acto administrativo la pagadora, tiene la obligación de cancelar el monto 

reconocido en un plazo máximo de 45 días hábiles, sino es realizado el pago 

dentro del término estipulado en la norma, la entidad está obligada a reconocer 
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y pagar una sanción por mora equivalente a un día de salario por cada día de 

retardo, hasta que efectivamente se pague el valor de la cesantía. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la forma de computar el término fijado para el 

pago efectivo de las cesantías, el H. Consejo de Estado, señaló: 

 

“SANCION MORATORIA EN EL PAGO DE CESANTIAS – Reconocimiento. 

Conteo del término  

 

La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha dicho que cuando la 

Administración resuelve el requerimiento del servidor público sobre la 

liquidación total de sus cesantías en forma tardía buscando impedir la 

efectividad conminatoria de la sanción de que trata el artículo 2º  de la Ley 

244 de 1995, el tiempo a partir del cual comienza a correr el término para 

que se genere la indemnización moratoria debe contarse desde la fecha en 

la cual el interesado radicó la petición de reconocimiento y pago de las 

cesantías definitivas, es decir, quince (15) días hábiles que tiene la entidad 

para expedir la resolución, más cinco (5) días hábiles que corresponden a  la 

ejecutoria, en el evento de que la resolución de reconocimiento  hubiere sido 

expedida, con la salvedad a que alude el mismo precepto, más cuarenta y 

cinco (45) días hábiles a partir del día en que quedó en firme la resolución, 

para un total de 65 días hábiles, transcurridos los cuales se causará la sanción 

moratoria. Para la Sala resulta claro entonces que ante la injustificada 

omisión de la Administración para reconocer el saldo de esas cesantías, los 

términos de la Ley 244 de 1995, deben contarse a partir del acto que las 

liquidó incompletas (Resolución No. 673 de 9 de julio de 1996), para que la 

norma tenga efecto útil y hacer efectiva la capacidad conminatoria de la 

sanción.”  

 

De lo manifestado por el Alto Tribunal, se concluye que la sanción moratoria 

surge por el retardo no sólo en el pago de las cesantías, sino también cuando la 

administración omite la expedición del acto administrativo de manera oportuna, 

pues la entidad accionada una vez recibe la petición o solicitud de reconocimiento 

y pago de las cesantías, cuenta con un término de 15 días para dar respuesta, 

en caso de no efectuar pronunciamiento alguno, deberá sumarse 5 o 10 días , 

que corresponden a la ejecutoria, más 45 días que tendría para realizar el pago 

efectivo de las mismas.  

 

De manera tal, que una vez el interesado eleva la solicitud, la entidad cuenta 

con 65 o 70 días hábiles, según el caso, para efectuar el pago efectivo de las 

cesantías, y no obstante la responsabilidad en el pago recae en cabeza de la 

Fiduciaria la Previsora S.A. por tener a su cargo el manejo y administración de 

los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tal 

situación no exime de responsabilidad al fondo, por cuanto es este finalmente 

quien paga el auxilio de cesantías con sus propios recursos. 

 

Caso Concreto: 

 

De la revisión del expediente se evidencia que en la conciliación objeto de 

pronunciamiento la convocante solicita el reconocimiento de la sanción moratoria 

por el no pago oportuno de las cesantías definitivas. Por lo tanto, este despacho 

procederá, a efectuar un análisis que permita determinar la causación de la mora 

objeto de conciliación, así: 
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Fecha de reclamación de las 

cesantías parciales  

 30 de enero de 2018 (fl.7-8) 

Resolución de reconocimiento 8632 del 29 de agosto de 2018 (fl. 7-8) 

Fecha de pago  12 de diciembre de 2018 (fl.11) 

Fecha máxima de pago 8 de mayo de 2018 

Periodo en mora 9 de mayo de 2018 al 11 de diciembre 

de 2018 

Petición sanción moratoria 18 de septiembre de 2019  

 

 

Así las cosas, se tiene que en el presente caso le asiste el derecho a la 

convocante, por cuanto está legitimada para reclamar la sanción por mora por 

el no pago oportuno de las cesantías definitivas, petición a la que accedió el ente 

convocado en la audiencia de conciliación celebrada el 28 de mayo de 2020 ante 

la Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos Administrativos (fl.125-130). 

 

Conforme lo expuesto, se colige que la decisión adoptada por la Nación- 

Ministerio de Educación – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, se 

ajusta a derecho y a las decisiones adoptadas por el Consejo de Estado en temas 

idénticos relacionados con el reconocimiento y pago de la sanción moratoria. 

 

El pago se realizará con fundamento en los parámetros presentados en 

certificación suscrita por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación y 

Defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional, efectuada por la entidad 

accionada obrante a folio 120 del expediente así: 

 

“Fecha de solicitud de las cesantías: 30 de enero de 2018 

Fecha de pago: 12 de diciembre de 2018 

No. de días de mora:210 

Asignación básica aplicable: $3.397.579 

Valor de la mora: $23.783.053 

Propuesta de acuerdo conciliatorio: $19.026.442 (80%)” 

 

En este orden de ideas, es claro que en el presente caso se cumple con los 

presupuestos exigidos para aprobar la conciliación prejudicial, realizada entre la 

señora ANA LUCÍA YAYA CARO, en calidad de Convocante y la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. 

 

De lo expuesto en precedencia éste Despacho Judicial, advierte que la 

conciliación prejudicial, realizada entre el apoderado de la convocante y la 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, reúne los requisitos para ser aprobada, toda vez 

que la convocante agotó debidamente los recursos dentro del procedimiento 

administrativo, la acción no se encuentra caducada y no se causa detrimento al 

erario público, pues los valores reconocidos, corresponden a sumas que deben 
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ser canceladas por ley a la convocante, razón por la cual será aprobado el 

acuerdo celebrado ante Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos Administrativos. 

 

Por tanto el Juzgado Quince Administrativo de Bogotá, Sección Segunda 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la Ley,            

RESUELVE 

 

PRIMERO: APROBAR el Acta de Conciliación de fecha 28 de mayo de 2020, 

realizada ante la Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos Administrativos, 

celebrado entre la señora ANA LUCÍA YAYA CARO, identificada con cédula de 

ciudadanía No. 20.931.418, en calidad de Convocante y la NACIÓN- MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO por valor de DIECINUEVE MILLONES VEINTISEIS MIL 

CUATROCIENTOS CUARENTA Y DOS PESOS MONEDA CORRIENTE 

($19.026.442.oo), obrante a folios 125 a 130, por los motivos expuestos en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: El acta de acuerdo conciliatorio, la liquidación efectuada por la 

entidad y el auto aprobatorio debidamente ejecutoriado prestarán mérito 

ejecutivo y tendrán efectos de cosa juzgada de conformidad con el artículo 72 

de la ley 446 de 1998. 

 

TERCERO: Ejecutoriada la presente providencia, previas las anotaciones y 

constancias del caso, expídanse copias a las partes de conformidad a lo 

dispuesto en el artículo 114 del Código General del Proceso y archívese el 

expediente. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

JUEZ 
 

Am. 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 
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 JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ 

SECCION SEGUNDA 

 

Bogotá, D.C., agosto veintiuno (21) de dos mil veinte (2020) 

  

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO. 

 

Referencia:   CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL N° 2020-00163 

Solicitante:   ANTONIO MARÍA ESCORCIA PADILLA  

Solicitado:    CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL -CASUR 

                                          

Procede el Despacho a pronunciarse sobre la diligencia de Conciliación Prejudicial 

referenciada, remitida por la Procuraduría 191 Judicial I para Asuntos 

Administrativos, contenida en el Acta de Conciliación Prejudicial de fecha 

19 de junio de 2020, llevada a cabo de forma no presencial entre el Doctor 

DIEGO  ABDON  TAMAYO  GÓMEZ apoderado del señor ANTONIO MARÍA 

ESCORCIA PADILLA, en calidad de Convocante y el Doctor CHRISTIAN 

TRUJILLO BUSTOS en calidad de apoderado de la CAJA DE SUELDOS DE 

RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL  – CASUR. 

 

Antecedentes: 

               

Se tienen como fundamentos fácticos los siguientes: 

 

1. Al señor Comisario (r) ANTONIO MARÍA ESCORCIA PADILLA, la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le reconoció asignación mensual de retiro 

mediante Resolución No. 1743 del 24 de abril de 2009. 

 

2. Desde el 1 de enero de 2010 y hasta el 30 de junio de 2019, la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional mantuvo estático el valor de los factores 

la 1/12 prima de navidad, 1/12 prima de servicios, 1/12 prima de vacaciones y 

subsidio de alimentación, los cuales fueron incluidos en la liquidación de la 

asignación de retiro, es decir que la entidad no ha realizado los aumentos 

anuales sobre las partidas referidas, pues estas solo sufrieron la variación 

porcentual correspondiente al año 2019, de conformidad con el Decreto 1002 de 

la misma anualidad. 

 

3. El 30 de agosto de 2019, el convocante elevó petición ante la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional tendiente a obtener el reajuste y pago retroactivo 

de las partidas denominadas prima de navidad, prima de servicios, prima de 

vacaciones y subsidio de alimentación. 

 

4. Mediante Comunicación No.  532732 del 27 de enero de 2020, la entidad 

niega lo solicitado. Sin embargo, le indica al actor su ánimo conciliatorio y lo 

conmina para que presente solicitud de conciliación ante la Procuraduría 

Delegada ante lo Contencioso Administrativo. 
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La solicitud de conciliación:  

 

El convocante a través de apoderado presentó ante la Procuraduría Judicial 

Administrativa –Reparto-, solicitud de conciliación prejudicial, en la que solicita 

como pretensiones la reliquidación de su asignación de retiro en virtud del 

principio de oscilación consagrado en el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 y 

el artículo 2 numeral 2.4 de la Ley 923 de 2004, en cuanto a las partidas 

denominadas prima de servicios, prima de vacaciones, prima de navidad y 

subsidio de alimentación.  

 

El Comité de Conciliación de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 

POLICÍA NACIONAL. 

 

El Comité de Conciliación y Defensa Judicial  de la entidad de la CAJA DE SUELDOS 

DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, para analizar la viabilidad de conciliar con 

el convocante el reajuste de las partidas computables de la asignación de retiro 

denominadas subsidio familiar y duodécimas partes de las primas de navidad, 

vacaciones y servicios, llevó a cabo sesión ordinaria el día 4 de junio de 2020 (fl. 

86-87), en la cual autorizó conciliar lo referido, la decisión del comité en la 

mencionada sesión se concreta: 

 

“Al señor CM (RA) ESCORCIA PADILLA ANTONIO MARIA, identificado con la 

Cédula de Ciudadanía No. 8.723.443, se le reconoció Asignación de Retiro a partir 

del 30-04-2009, solicita la reliquidación y reajuste de su prestación en los 

términos indicados en la solicitud de conciliación.  

 

Por otra parte, el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional ha establecido que le asiste ánimo conciliatorio 

en cuanto al reajuste anual de las partidas computables de la asignación mensual 

de retiro denominadas subsidio de alimentación y duodécimas partes de las 

primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los siguientes parámetros:  

 

1. Se reconocerá el 100% del capital. 

  

2. Se conciliará el 75% de la indexación  

 

3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de 

cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá 

lugar al pago de intereses. 

 

4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional 

correspondiente a la fecha de presentación de la reclamación presentada en la 

Entidad, la cual dio lugar al acto administrativo del cual se pretende la nulidad, 

es decir el día 30-08-2019, lo cual indica que para efectos del pago se tendrán 

en cuenta únicamente las mesadas a partir del 30-08-2016, en aplicación de la 

prescripción trienal contemplada en el Decreto 4433 de 2004.” 

 

 

Conciliación ante la Procuraduría 191 Judicial I para Asuntos 

Administrativos: 

 

La conciliación se celebró, de manera no presencial, entre las partes el 19 de junio 

de 2020, dentro de la audiencia se observa que cada uno de los convocados tuvo 
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la oportunidad de presentar sus argumentos, los cuales se encuentran consignados 

en el acta de conciliación suscrita. 

 

Finalmente, el acuerdo de las partes fue avalado por el Procurador 191 Judicial I 

para Asuntos Administrativos, según consta en el acta suscrita, vista a folios 79-

85 del expediente. 

  

CONSIDERACIONES 

 

La conciliación es un acto por medio del cual dos o más personas gestionan la 

solución de sus conflictos de carácter particular y contenido patrimonial con la 

ayuda de un conciliador.  

 

Este medio busca la solución de conflictos, es decir, trata de arreglar o componer 

los ánimos en discordia. Cuando entra un tercero a validar este acuerdo, se está 

frente a una conciliación administrativa, es decir, ante una heterocomposición, 

toda vez que el acuerdo que resuelve las diferencias surgidas por decisiones o 

conductas de acción o de omisión de la Administración Pública, debe ser 

homologado por un tercero imparcial. 

 

De la Conciliación prejudicial 

 

Es aquella que se intenta antes de iniciar un proceso judicial. En ella intervienen 

el Procurador que actúa ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, la 

Administración Pública y el particular u otra entidad estatal. 

 

Procede en aquellos conflictos que por su naturaleza podrían demandarse 

mediante las Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Reparación 

Directa, Controversias Contractuales y de Grupo.  

 

En los conflictos que se desatarían en ejercicio del medio de control de Nulidad 

y Restablecimiento del Derecho, en conciliación prejudicial se deben verificar los 

siguientes presupuestos:  

 

 La solicitud de conciliación prejudicial se debe presentar ante la 

Procuraduría Judicial Administrativa, dentro de los cuatro (4) meses 

siguientes a la notificación del acto administrativo, esto es, dentro del 

término de caducidad del medio de control.  

 

 Que se hayan agotado previamente los recursos del procedimiento 

administrativo. 

 

Requisitos de Procedibilidad de la conciliación prejudicial: 

 

Establece el artículo 63 del Decreto 1818 de 1998, que la conciliación 

administrativa prejudicial, sólo tendrá lugar cuando en caso de ser necesario se 

agoten los recursos en el procedimiento administrativo, de igual forma el 
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parágrafo segundo de dicha norma establece que no habrá lugar a conciliación 

cuando la acción haya caducado. 

 

Frente al primero de los requisitos exigidos, cabe precisar que en el presente 

caso la parte convocante, agotó debidamente los recursos en el Procedimiento 

Administrativo ante la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL  mediante petición radicada el 30 de agosto de 2019 de  a través 

del cual solicitó el reajuste y pago retroactivo de las partidas denominadas prima 

de navidad, prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de alimentación, 

dicha solicitud fue despachada negativamente mediante Comunicación No. 

532732 del 27 de enero de 2020 quedando agotados los recursos dentro del 

procedimiento administrativo. 

 

Así las cosas, en el presente caso, el convocante agotó debidamente los recursos 

en el Procedimiento Administrativo, toda vez que realizó la solicitud de reajuste 

y pago retroactivo de las partidas denominadas prima de navidad, prima de 

servicios, prima de vacaciones y subsidio de alimentación, petición que fue 

resuelta negando lo solicitado, razón por la cual se entiende que efectivamente 

cumple con el primero de los requisitos para que sea procedente la conciliación 

judicial. 

 

Respecto del segundo de los requisitos, este es, que la acción no haya caducado, 

se precisa que se entiende por caducidad de la acción, al fenómeno procesal en 

virtud del cual se pierde la posibilidad de hacer uso de la acción judicial por el 

transcurso del tiempo fijado por la ley, que tiene como objetivo dar seguridad 

jurídica a las actuaciones de la administración.  

 

Para el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 

laboral existe un término perentorio de cuatro (4) meses dispuesto por la ley 

1437 de 2011 artículo 1641, para contar la caducidad de la acción, el cual 

empieza a contabilizarse a partir del día siguiente de la notificación, publicación 

o ejecutoria del acto administrativo demandado. Sin embargo, es de recordar 

que el mismo artículo, establece una excepción para la aplicación de la caducidad 

alegada, esto es, cuando las pretensiones versen sobre prestaciones de tipo 

periódico, tal y como acontece en el presente caso, ya que se solicita la 

reliquidación de las partidas computables de la asignación de retiro, la cual es 

pagadera mes a mes, siendo inaplicable la caducidad del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho. 

 

Análisis jurídico probatorio: 

 

                                                 
1“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada: (…) 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse dentro del 
término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución 
o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras disposiciones 
legales;” 
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La Constitución Política de 1991 en su artículo 150 estableció las funciones del 

Congreso de la República, para lo cual, indicó entre otras:  

 

“Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes 

funciones: 

 

19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los 

cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 

 

e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los 

miembros del Congreso Nacional y la Fuerza Pública (Subrayado del Despacho)”. 

 

De lo cual se colige que, la Carta Magna facultó al Congreso de la República para 

que dictara las normas a través de las cuales le otorga al Gobierno Nacional, 

facultades para fijar el régimen salarial y prestacional de los miembros de la 

Fuerza Pública2.  

 

Así, mediante la Ley 180 de 1995 el Congreso de la República modificó y 

expidió disposiciones referentes a la estructura de la Policía Nacional, otorgando 

a través del artículo 7, facultades extraordinarias al Presidente de la República 

para desarrollar la Carrera Policial denominada "Nivel Ejecutivo".  

 

En virtud de dichas facultades, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 132 de 

1995 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del Nivel Ejecutivo de la 

Policía Nacional” y en el cual se estableció la estructura, jerarquía, clasificación, 

ingreso, formación, ascensos, evaluación, retiro, régimen prestacional y salarial, 

y demás aspectos referentes a esta categorial policial.  

   

Posteriormente, el Gobierno Nacional profirió el Decreto 1091 de 1995 “por el 

cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del 

Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995”. 

Estableciendo en su artículo 51 lo siguiente: 

 

 “Artículo 51.- El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, tendrá 

derecho a partir de la fecha en que termine los tres (3) meses de alta, a que por 

la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, se le pague una asignación 

mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del monto 

de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros (20) 

años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda de los 

veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas en las siguientes condiciones”.  

 

Así mismo, indicó en el artículo 49 que las partidas computables en la asignación 

serían las siguientes:  

 

                                                 

El Congreso de la República profirió la LEY 4 DE 1992 “Mediante la cual se señalan las normas, 
objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza 
Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras 
disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) 

de la Constitución Política”. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, al 

personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del servicio 

activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y periódicas sobre las 

siguientes partidas.  

 

a) Sueldo básico; 

b) Prima de retorno a la experiencia.  

c) Subsidio de Alimentación.  

d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad.  

e) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Servicio.  

f) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Vacaciones.  

 

Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 

ninguna de las demás primas, subsidio, auxilios y compensaciones consagradas 

en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, serán computables 

para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones 

pensionales y demás prestaciones sociales”.  

 

Emolumentos que fueron igualmente establecidos como computables para el 

Nivel Ejecutivo en el artículo 23 del Decreto 4433 de 2004 “Por medio del cual 

se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la 

Fuerza Pública”. 

 

Ahora bien, frente al incremento de las prestaciones reconocidas en la asignación 

de retiro, se tiene que el Decreto 1091 de 1995 estableció en su artículo 56 lo 

siguiente:  

  
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones 

de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto se liquidarán tomando 

en cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones 

de actividad para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 

de este Decreto. En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 

   

El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas 

que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, 

a menos que así lo disponga expresamente la ley.” (Subrayado del Despacho) 
 

De otro lado, el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 señaló:  

 

“ARTÍCULO 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 

asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto se 

incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las asignaciones en 

actividad para cada grado. En ningún caso las asignaciones de retiro o pensiones 

serán inferiores al salario mínimo legal mensual vigente. 

 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse a 

normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a 

menos que así lo disponga expresamente la ley.” (Subrayado del Despacho) 

 

Normativas de la cuales se infiere que las asignaciones de retiro deberán ser 

incrementadas en el mismo porcentaje en que aumentan las asignaciones 

salariales de los miembros activos de la Fuerza Pública para el grado respectivo, 

lo cual, incluye las partidas computables dentro de esta.  
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En el mismo sentido, la Ley 923 de 20043 consagró en su artículo 2 entre los 

objetivos que el Gobierno Nacional deberá tener en cuenta para la fijación del 

régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza 

Pública: 

 

“2.4. El mantenimiento del poder adquisitivo de las asignaciones de retiro y de 

las pensiones legalmente reconocidas”. 

 

De ahí, que estas deban ser reajustadas e incrementadas de acuerdo con lo 

dispuesto por la Ley para tal fin.  

 

Caso concreto 

 

De la revisión de la prueba documental aportada al expediente, se encuentra 

demostrado, lo siguiente:  

 

Que mediante Resolución No. 1743 del 24 de abril de 2009 la Caja de Sueldos de 

Retiro de la Policía Nacional le reconoció asignación mensual de retiro al 

convocante en cuantía equivalente al 89% del sueldo básico de actividad y partidas 

legalmente computables, efectiva a partir del 30 de abril de 2009, de conformidad 

con lo dispuesto en los Decretos 1091 de 1995 y 4433 de 2004 (fl. 26-27). 

 

Que una vez reconocida asignación de retiro al convocante, la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional en el mes de abril de 2009, efectuó la liquidación 

de las partidas computables dentro de la misma, de la siguiente manera (fl.28):  

 

PARTIDA Porcentaje Valores 

Sueldo básico  2.120.830 

Prima retorno experiencia 12.00% 254.500 

1/12 Prima de navidad  253.579 

1/12 Prima de servicios  100.561 

1/12 Prima de vacaciones  104.751 

Subsidio alimentación  38.140 

VALOR TOTAL  2.872.361 

% de asignación  89 

Valor asignación  2.556.401 

 

Que dentro de la liquidación efectuada por la entidad para efectos de la 

conciliación se relacionan los ajustes efectuados año a año por la entidad, 

teniendo que para el año 2018 las partidas computables dentro de la asignación 

de retiro del convocante fueron liquidadas de la siguiente forma (fl. 91):  

 

Sueldo básico  3.157.398,00 

Prima retorno experiencia 12.00% 378.887,76 

1/12 Prima de navidad  253.579,00 

1/12 Prima de servicios  100.561,00 

1/12 Prima de vacaciones  104.751,00 

                                                 
3 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno 

Nacional para la fijación del régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la 

Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literal e) de la 

Constitución Política”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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Subsidio alimentación  38.140,00 

TOTAL  3.146.957 

89% Asignación  2.795.285,00 

 

Para los años 2019 y 2020, se tiene que la entidad efectuó aumentos, así: 

 

PARTIDA COMPUTABLE 2019 2020 

1/12 Prima de Navidad $264.990,06 $ 414.704,87 

1/12 Prima de servicios $105.086,25 $ 164.458,58 

1/12 Prima de Vacaciones $109.464,80 $ 171.311,02 

Subsidio de alimentación $39.856,30 $ 62.381,00 

 

Conforme lo anterior, se evidencia que desde la fecha de reconocimiento de la 

asignación de retiro, año 2009 hasta el año 2018, las partidas denominadas 

primas de navidad, prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de 

alimentación, no fueron incrementadas desconociendo lo dispuesto por el 

Gobierno Nacional en los decretos anuales de fijación de salarios, vulnerando así 

el principio de oscilación que como se indicó precedentemente, dispone que las 

asignaciones de los miembros de la Fuerza Pública que se encuentren en uso de 

su buen retiro aumentarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 

asignaciones en actividad para cada grado. 

 

Así las cosas, se tiene que en el presente caso le asiste el derecho al convocante, 

por cuanto está legitimado para reclamar la reliquidación las partidas 

computables reconocidas en la asignación de retiro con base en el principio de 

oscilación, petición a la que accedió el ente convocado en la audiencia de 

conciliación celebrada de manera no presencial el 19 de junio de 2020 ante la 

Procuraduría 191 Judicial I para Asuntos Administrativos (fl.79 a 85). 

 

El pago se realizará con fundamento en los parámetros presentados en la pre- 

liquidación, efectuada por la entidad accionada obrante a folio 96, así: 

 

“VALOR TOTAL A PAGAR POR PARTIDAS COMPUTABLES NIVEL EJECUTIVO 

        CONCILIACION 

 

Valor de Capital indexado                                10.282.186 

Valor Capital 100%                                            9.638.632 

Valor Indexación                                                  

643.554 

Valor indexación por el (75)                               482.666 

Valor Capital más (75%) de la Indexación     10.121.298 

Menos descuento CASUR                                   -368.303 

Menos descuento Sanidad                                 -351.813 

VALOR A PAGAR                                               

9.401.182” 

 

En este orden de ideas, es claro que en el presente caso se cumple con los 

presupuestos exigidos para aprobar la conciliación prejudicial, realizada entre el 
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señor Comisario (r) de la Policía Nacional ANTONIO MARÍA ESCORCIA 

PADILLA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL. 

 

De lo expuesto en precedencia éste Despacho Judicial, advierte que la 

conciliación prejudicial, realizada entre el apoderado del señor Comisario (r) de 

la Policía Nacional ANTONIO MARÍA ESCORCIA PADILLA y la CAJA DE 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL,  por valor de 

$9.401.182.oo reúne los requisitos para ser aprobada, toda vez que el 

convocante agotó debidamente los recursos dentro del procedimiento 

administrativo, la acción no se encuentra caducada y no se causa detrimento al 

erario público, pues los valores reconocidos, corresponden a sumas que deben 

ser canceladas por ley al convocantes, razón por la cual será aprobado el acuerdo 

celebrado ante Procuraduría 191 Judicial I para Asuntos Administrativos. 

 

Por tanto el Juzgado Quince Administrativo de Bogotá, Sección Segunda 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la ley,                       

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: APROBAR el Acta de Conciliación de fecha 19 de junio de 2020, 

realizada ante la Procuraduría 191 Judicial I para Asuntos Administrativos, 

celebrado entre el señor Comisario (r) de la Policía Nacional ANTONIO MARÍA 

ESCORCIA PADILLA identificado con cédula de ciudadania No. 8.723.443 de 

Barranquilla, en calidad de convocante y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE 

LA POLICÍA NACIONAL, por valor de NUEVE MILLONES CUATROCIENTOS UN 

MIL CIENTO OCHENTA Y DOS PESOS MONEDA CORRIENTE ($9.401.182.oo), 

obrante a folios 79-85 documento 003, por los motivos expuestos en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: El acta de acuerdo conciliatorio y el auto aprobatorio debidamente 

ejecutoriado prestarán mérito ejecutivo y tendrán efectos de cosa juzgada de 

conformidad con el artículo 72 de la ley 446 de 1998. 

 

TERCERO: Ejecutoriada la presente providencia, previas las anotaciones y 

constancias del caso, expídanse copias a las partes de conformidad a lo 

dispuesto en el artículo 114 del Código General del Proceso y archívese el 

expediente. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

JUEZ 
Am. 

 

 

 



Conciliación Extrajudicial No.: 2020-00163 
Demandante. Antonio María Escorcia Padilla 
Demandado. Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional 
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Bogotá D. C., agosto veintiuno (21) de dos mil veinte (2020) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2019-00377-00 

DEMANDANTE: JACQUELINE NEME CAMPOS 

DEMANDADO: 

 

HOSPITAL MILITAR CENTRAL  

  

En el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, el 

Presidente de la República expidió el Decreto Legislativo No. 806 del 4 de junio 

de 20201, normativa que en aras de hacer más expedito y ágil el proceso 

administrativo, permite al juez de instancia decidir anticipadamente sobre las 

excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 

falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva (artículo 122), que sean 

interpuestas con la contestación de la demanda.  

 

 

No obstante, de la revisión del escrito de contestación, se observa que la 

apoderada de la entidad no propuso excepciones previas, por lo tanto, procede 

el Despacho a fijar fecha para la audiencia de que trata el artículo 180 de la Ley 

1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo”, para el día ocho (08) de septiembre de dos 

mil veinte (2020), a las once y treinta de la mañana (11:30 am). Es preciso 

aclarar que la audiencia se adelantará de manera virtual mediante la plataforma 

Teams, debiendo los apoderados de las partes suministrar dentro del término de 

ejecutoria de la presente providencia los correos electrónicos y el número 

telefónico a fin de comunicarles el enlace para la conexión a la diligencia. 

 

                                                 
1 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en 

las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de 
justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.” 
2 “Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De las 

excepciones presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma regulada en el artículo 
110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, la parte demandante podrá 
pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en las excepciones previas. 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los articulos 100, 101 Y 102 del Código 
General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 
101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta 
las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y 
prescripción extintiva se tramitarán y decidirán en los términos señalados anteriormente. 
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en primera instancia por el 
juez. subsección, sección o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá el recurso apelación, el cual 
será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo de Estado. 
Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de Estado se decidirá por el 
magistrado ponente y será suplicable.” 

  

JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 



Demandante: Jacqueline Neme Campos 

Demandado: Hospital Militar Central 

Corre traslado para alegar. 
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Reconózcase personería adjetiva al Dr. Ricardo Escudero Torres, identificado 

con la cédula de ciudadanía No. 79.489.195 y T.P No. 69.945 del C.S de la J. 

para que actúe como apoderado del Hospital Militar Central, en los términos 

y para los fines del poder conferido. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 

EJBR 
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., agosto veintiuno (21) de dos mil veinte (2020) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

DESPACHO COMISORIO - NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

PROCESO No.: 27001-33-33-003-2018-00022-00 

DEMANDANTE: IVAN ALEXANDER HERRERA GALVIS 

DEMANDADO: 

 

NACIÓN-MINISTERIO    DE    DEFENSA-EJÉRCITO 

NACIONAL 

  

Procede el Despacho a resolver sobre la solicitud de auxilio de comisión solicitado 

por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Quibdó, dentro del proceso 

de la referencia. 

 

De la revisión del expediente se encuentra que: 

 

1.  El Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Quibdó en audiencia inicial 

celebrada el 19 de febrero de 2020, decretó la recepción de los testimonios de 

los señores FERNANDO AUGUSTO CASTRO PEÑA, ROGER ANTONIO DELGADO 

COLMENARES y MAURICIO SOLANO BAUTISTA, para tal efecto procedió a 

comisionar a los  Juzgados Administrativo del Circuito de Ibagué y Bogotá para 

la recepción de las declaraciones, por cuanto los testigos viven en estas 

ciudades, indicando que ese distrito judicial no cuenta con los medios 

tecnológicos necesarios para llevar a cabo la diligencia a través de video 

conferencia. 

 

2. Mediante correo electrónico de fecha 23 de julio de 2020, fue radicado el 

despacho comisorio de la referencia, correspondiendo por reparto a este 

Despacho.  

 

Cabe precisar que la figura del despacho comisorio se encuentra regulada en el 

Código General del Proceso, normativa que limita la comisión a otros despachos 

comisorios para la práctica de pruebas, salvo que no sea posible su práctica a 

través de videoconferencia, teleconferencia o de cualquier otro medio de 

comunicación que garantice la inmediación, concentración y contradicción (art. 

37 y 171 del Código General del Proceso).  

 

Así las cosas, lo que se pretende con la normativa es garantizar el principio de 

inmediación de la prueba, donde sea el juez del proceso quien practique las 

mismas en forma directa.  

 



 

Ahora bien, cabe precisar que la comisión fue ordenada dentro de la audiencia 

inicial celebrada el 19 de febrero de 2020, y que en virtud de la propagación de 

la enfermedad  por Covid 19, actualmente calificada como pandemia por la 

Organización Mundial se determinó en el mes de marzo el Estado de Emergencia, 

Social y Ecológica en todo el territorio nacional, circunstancia que conllevó sin 

duda a un cambio en la administración de justicia, el cual incluyó la adopción de 

medidas por parte del Consejo Superior de la Judicatura a través de la Unidad 

de Informática de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, a fin de 

brindar a los funcionarios y empleados judiciales los elementos necesarios para 

mantener el servicio de justicia,  como son las herramientas para la realización 

de audiencias virtuales oficiales denominadas RP1Cloud y Lifesize Cloud, e 

igualmente, se cuenta con el licenciamiento de Microsoft Office 365 que incluye 

la herramienta TEAMS que permite la realización de audiencias virtuales. 

 

Por lo tanto, este Despacho actualmente sólo podría recepcionar los testimonios 

a través de las herramientas referidas, las cuales han sido implementadas en los 

demás juzgados del territorio nacional, por lo tanto, se considera que en virtud 

de las circunstancias descritas, la comisión para la recepción de los testimonios 

actualmente no cuenta con sustento, pues se repite que las condiciones laborales 

de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial fueron modificadas, así como 

la manera de realizar las diferentes diligencias y actuaciones, lo que permitiría 

al Juzgado Cuarto Administrativo de Quibdó adelantar las actuaciones judiciales 

a través de los medios referidos.  

 

Conforme lo señalado, se ordenará la devolución del despacho comisorio al 

Juzgado Cuarto Administrativo de Quibdó. 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 

AM 
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